PAGE  
9

INFORME No. 160/11

PETICIÓN 13-08 
ADMISIBILIDAD
I.V.N.R.

PANAMÁ
2 de noviembre de 2011

I.
RESUMEN

1. La Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante “Comisión”, “Comisión Interamericana” o “CIDH”) recibió el 3 de enero de 2008 una petición presentada por la firma Forense George & George (en adelante “peticionarios”) en representación de I.V.N.R.
 (en adelante “presunta víctima”), en contra del Estado de Panamá (en adelante “Estado”, “Estado panameño” o “Panamá”). En la petición se alega la responsabilidad del Estado porque en el año 2002, cuando la presunta víctima tenía 15 años de edad y estaba en el colegio secundario, le realizaron una transfusión de sangre en un hospital público y la infectaron con el virus de la inmunodeficiencia humana (VIH).
2. Los peticionarios alegan expresamente la violación de los derechos consagrados en los artículos 25.1 (protección judicial); 17.1 y 17.2 (protección a la familia) de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (en adelante “Convención Americana” o “Convención”). Asimismo, alegan la vulneración de los derechos a la vida, a la seguridad social y a un proceso justo. El Estado sostiene que no ha incurrido en violaciones de derechos humanos y que el peticionario ha agotado inadecuadamente los recursos de la jurisdicción interna. 

3. Sin prejuzgar sobre el fondo de la denuncia, tras analizar las posiciones de las partes y en cumplimiento de los requisitos previstos en los artículos 46 y 47 de la Convención Americana, la Comisión decide declarar el caso admisible a efectos del examen sobre la presunta violación de los derechos consagrados en los artículos 4, 5, 8, 17, 19, 24, 25 y 26 de la Convención Americana, en relación con los artículos 1.1 y 2 de dicho tratado.  La Comisión decide además, notificar esta decisión a las partes, y publicarla e incluirla en su Informe Anual para la Asamblea General de la OEA. 
II. TRÁMITE ANTE LA COMISIÓN

4. El 3 de enero de 2008 la Comisión recibió la petición y le asignó el número 13-08. El 20 de noviembre de 2009, transmitió las partes pertinentes de la petición al Estado de Panamá, solicitándole que dentro del plazo de dos meses, presentara su respuesta, de conformidad con lo establecido en el artículo 30.2 del Reglamento de la CIDH. El Estado solicitó una prórroga el 18 de enero de 2010, la cual fue concedida. La respuesta del Estado fue recibida el 23 de febrero de 2010. Dicha comunicación fue debidamente trasladada a los peticionarios.
5. Además, la CIDH recibió información presentada por los peticionarios el 19 de abril de 2010, 27 de julio de 2010 y 9 de febrero de 2011. Dichas comunicaciones fueron trasladadas al Estado. Asimismo, recibió información del Estado el 18 de junio de 2010, 24 de septiembre de 2010 y 29 de marzo de 2011, siendo trasladada a los peticionarios.

III.
POSICIÓN DE LAS PARTES

A. Los peticionarios

6. Los peticionarios alegan que la joven I.V.N.R. –a la edad de 15 años-, fue infectada en el año 2002 con el VIH, en el Complejo Hospitalario Metropolitano Dr. Arnulfo Arias Madrid (en adelante “Hospital Dr. Arnulfo Arias”), perteneciente a la Caja del Seguro Social de Panamá. 

7. Informan que años después I.V.N.R., estudiante de derecho y beneficiaria del Sistema de Seguridad Social de Panamá, ingresó el 23 de febrero del año 2005 en el Hospital Dr. Arnulfo Arias, con diagnóstico de neumonía bilateral difusa, ordenándose en la evaluación médica la prueba serológica por VIH, cuyo reporte de fecha 24 de febrero de 2005 resultó positivo. En consecuencia, se inició una investigación a cargo de la Unidad de Investigación Epidemiológica del referido hospital, que reveló que I.V.N.R. fue hospitalizada del 23 al 25 de enero de 2002 en el Hospital Integrado "San Miguel Arcángel", con diagnóstico de dolor abdominal agudo y peritonitis generalizada, siendo trasladada al Hospital Dr. Arnulfo Arias, donde se le realizó una transfusión de sangre en el mes de febrero de 2002.

8. Informan que de acuerdo a la investigación, uno de los donantes utilizados en la trasfusión resultó con VIH positivo. Ello condujo a la revisión de los registros primarios impresos por el equipo de laboratorio utilizado para el tamizaje de los donantes del banco de sangre del Hospital Dr. Arnulfo Arias. Sostienen que el equipo reportó reactivo en la muestra correspondiente a la Unidad No. 22-623, la cual no fue retirada para su estudio y confirmación de diagnóstico, conforme a lo establecido en el procedimiento operativo estandarizado para el manejo de prueba positiva de donantes, y quedó a disposición para su empleo clínico, siendo utilizada en la transfusión de sangre que le hicieron a I.V.N.R. Según los peticionarios, ello prueba de manera concluyente “la negligencia inexcusable del Banco de Sangre”.
9. De acuerdo a los peticionarios, está comprobado que la contaminación de la joven I.V.N.R. ocurrió en el Hospital Dr. Arnulfo Arias debido al manejo negligente realizado en el banco de sangre, porque no siguió el procedimiento operativo estandarizado para el manejo de prueba positiva en donantes, dejando la sangre contaminada a disposición de uso clínico, con las consecuencias que padece I.V.N.R “con la ruina de su vida laboral, como futura profesional del derecho, a lo que hay que agregar las secuelas psicológicas, emocionales y el daño moral que la impacta tanto a ella como a su familia”.
10. En relación con el requisito de agotamiento de los recursos de la jurisdicción interna, informan que se presentaron en la vía interna varios recursos. 1) Inicialmente presentaron una reclamación por daños y perjuicios ante el Juzgado Décimo Quinto de Circuito de lo Civil del Primer Circuito Judicial de Panamá, el cual se inhibió de conocer la demanda por considerar que la materia correspondía a la competencia de la Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia, según sentencia del 12 de enero del 2006. 2) Con el objeto de lograr la reparación de los daños morales y perjuicios generados en I.V.N.R, interpusieron una Demanda Contencioso Administrativa de Plena Jurisdicción contra la Caja de Seguro Social y ante la Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia. Alegan que el Tribunal denegó la demanda sin atender a la solicitud de que por la naturaleza y urgencia del caso se les exima del agotamiento de la vía gubernativa e incumplió el artículo 51 de la Ley 135 de 1943 -Orgánica de la Jurisdicción Contenciosa-Administrativa-, que estipula que “en la resolución en que se niega la admisión de una demanda deberán expresarse los defectos que tengan, y ordenará su devolución al interesado para que los corrija". Sostienen que no se cumplió el artículo mencionado de la Ley 135, constituyendo la omisión un quebrantamiento al debido proceso. El 12 de septiembre de 2006 la Sala Tercera de lo Contencioso Administrativo de la Corte Suprema de Justicia confirmó la decisión de no admitir la demanda. 3) Asimismo, alegan que en un intento para que se hiciera justicia, solicitaron mediante un proceso Contencioso de Reparación Directa contra el Estado y la Caja de Seguro Social como institución pública de salud y ante la Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia, que se indemnizara a I.V.N.R por los daños físicos, emocionales y morales causados. En resolución del 2 de agosto de 2007, la Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia decidió no admitir la demanda contenciosa administrativa de reparación directa por defectos en la forma.

11. Además, señalan que cumplida la mayoría de edad I.V.N.R., -en 2004-, se solicitó un arreglo extrajudicial a la Caja del Seguro Social de Salud, para: 1) atención especializada, en una clínica privada en Panamá o en el exterior si fuese necesario y; 2) indemnización económica razonable. Alegan que la solicitud fue denegada, con fundamento en que la decisión correspondería al Consejo de Gabinete. Según los peticionarios, esta respuesta no sería correcta porque la Caja de Seguro Social tiene autonomía jurídica, administrativa y financiera para este tipo de casos.

12. Informan que la presunta víctima no habría sido reparada adecuadamente y que los recursos internos resultaron inefectivos para brindarle protección judicial.  En virtud de las anteriores consideraciones. Argumentan que el Estado es responsable por la violación de los derechos consagrados en los artículos 25 (protección judicial); 17.1 y 17.2 (protección a la familia) de la Convención Americana y por la violación de los derechos humanos a la vida, a la seguridad social y al debido proceso. 

13. En particular, alegan que la infección con el VIH afecta el derecho de la presunta víctima a una “vida normal” debido a las secuelas de carácter emocional y psicológico, unido a que la patología podría acabar con su vida. En concreto, indican  los perjuicios causados debido al contagio del VIH por negligencia hospitalaria refieren a 1) Peligro inminente de su vida; 2)  Daño irreparable a la salud; 3) Limitación para contraer matrimonio y formar una familia, por cuanto para contraer matrimonio se requiere certificación médica que acredite no padecer de una enfermedad de transmisión sexual o infecto contagiosa; 4) Perjuicios económicos y sociales; 5) Desamparo por parte del Estado al no contar con un tratamiento permanente, ya que sus derechos como beneficiaria del Servicio de Seguro Social dependen de que esté afiliada en calidad de trabajadora.
14. Respecto a las alegadas violaciones del derecho a la protección judicial, argumentan que las autoridades médicas y administrativas evadieron la profundización de las investigaciones encaminadas a establecer la verdad material de lo sucedido; y que el centro hospitalario no informó al Ministerio Público respecto de la presunta negligencia de los funcionarios que debieron monitorear la sangre contaminada, a efecto de que se establezcan las responsabilidades penales que correspondan. En relación con las acciones judiciales intentadas a nivel interno, alegan que los tribunales no examinaron el fondo de sus reclamos, sino que acudieron a tecnicismos jurídicos para negar las pretensiones de la presunta víctima.

15. En cuanto al derecho a la protección a la familia, aducen que como consecuencia de de la transfusión del VIH por parte de un organismo público, la presunta víctima se encuentra limitada para contraer matrimonio y formar una familia biológica. Lo anterior porque para contraer matrimonio se requiere una certificación médica sobre el VIH.
16. Indican que la presunta víctima se encuentra afiliada al Servicio de Seguro Social producto de trabajos de corta duración que realiza para un Ministerio y no por un trabajo permanente. Señalan que cuando el afiliado deja de trabajar y cotizar, queda desamparado respecto a sus prestaciones asistenciales y económicas. En cuanto a los medicamentos necesarios para su tratamiento, alegan que no existen garantías de acceso oportuno a los mismos, dado que uno de los problemas crónicos de la Caja de Seguro Social es la falta de medicamentos en la cantidad y calidad que lo requieren los asegurados. Respecto de las consultas médicas, indican que la presunta víctima se trata con un médico privado quien le brinda servicios como un gesto humanitario, no siendo remunerado por la Caja de Seguro Social. Agregan que no existe la garantía de que un servicio de tal naturaleza se le pueda brindar a futuro. Finalmente, indican que el patrocinio letrado ante el sistema interamericano también se efectúa como un gesto de solidaridad.
B. El Estado 
17. El Estado alega que no ha incurrido en violaciones de derechos humanos indicando haber brindado a la presunta víctima atención médica de conformidad a los principios universales de la seguridad social, y que en sus reclamos judiciales se ha garantizado el debido proceso
.

18. Indica que el evento causal del supuesto perjuicio ocasionado a la presunta víctima se deriva de que se le habría administrado una unidad de sangre contaminada. Precisa que la joven I.V.N.R. ingresó al Hospital "Dr. Arnulfo Arias", referida del Hospital Integrado San Miguel Arcángel el 17 de febrero de 2005
. Indica que por los síntomas que presentaba, se inició una "investigación epidemiológica" por la Unidad de Investigación Epidemiológica del referido complejo hospitalario, porque los factores de riesgo identificados se relacionaron con transfusiones sanguíneas. Informa que la investigación arrojó como resultado que la presunta víctima fue sujeta a una transfusión sanguínea en la Unidad de Cuidados Intensivos del Complejo Hospitalario Metropolitano "Dr. Arnulfo Arias Madrid", durante el tratamiento de un “shock séptico secundario por una apendicitis complicada” en febrero del 2002. El 1 de marzo de 2005, la Unidad de Epidemiología Sanitaria solicitó al Banco de Sangre del referido complejo, los datos de los donantes de sangre relacionados con la mencionada transfusión. Indica que se verificó que de los dos donantes de dicha transfusión uno permanece ilocalizable y el otro resultó positivo con respecto al VIH 
. Indica que el resultado positivo de VIH por parte del donante de la unidad sanguínea 22-623, sugiere la transmisión del VIH a través de la transfusión de dicha unidad sanguínea a la presunta víctima. 
19. Con posterioridad al diagnóstico del contagio, señala que se cumplió con la obligación de tratamiento informado. Informa que la comunicación formal fue confidencial, interdisciplinaria y con el otorgamiento de plena información a la presunta víctima los días 23 de marzo, 26 de abril y 25 de julio del año 2005. Adiciona que el fin de la reserva o confidencialidad, es proteger a la persona o al grupo familiar, de cualquier situación que le pueda causar una condición de exclusión o marginación de su vida social, laboral o cultural.
20. En cuanto a la naturaleza del evento causal, el Estado alega que se trata de un hecho administrativo, entendido como toda actividad material ejecutada en ejercicio de la función administrativa, productora de efectos jurídicos independientes de la voluntad del Estado, por lo que la responsabilidad directa no se sustenta en el caso de los entes públicos en los niveles o grados de culpa personal. 
21. Alega que los peticionarios no agotaron debidamente los recursos internos. Indica que el Juzgado Décimo Quinto de lo Civil del Primer Circuito Judicial de Panamá rechazó la primera demanda incoada en la jurisdicción civil ordinaria, y que con posterioridad transcurrió en exceso la oportunidad procesal para acudir a la jurisdicción contenciosa, de conformidad a la normativa interna que regula los presupuestos de excepciones perentorias
. Agrega que el abogado de la presunta víctima, además de la extemporaneidad al formular la acción contencioso administrativa
, no cumplió con el presupuesto procesal en cuanto al previo agotamiento de la vía gubernativa, como lo exige el artículo 200 de la Ley 38, por lo cual la demanda fue inadmitida mediante las resoluciones de primera y segunda instancia de fecha 2 de marzo del 2006 y 12 de septiembre del 2006, respectivamente
. Adiciona que además de la prescripción del derecho sustantivo material que legítima la pretensión, puede producirse la prescripción de la acción para acudir a la jurisdicción contencioso administrativa, conforme el artículo 27 de la Ley 33, el cual dispone que “la acción encaminada a obtener una reparación por lesión de derechos subjetivos prescribe, salvo disposición legal en contrario, al cabo de dos meses, a partir de la publicación, notificación o ejecución del acto o de realizado el hecho o la operación administrativa que causa la demanda”. Precisa que el acto de conocimiento que inicia el efecto prescriptivo es la fecha “en que lo supo el agraviado” según el Código Civil, siendo que en este caso ocurrió el 23 de marzo de 2005. Adiciona que la prescripción extintiva de la acción acaeció el 23 de marzo de 2006
.
22. Por otra parte, indica que la Caja de Seguro Social, es una entidad de derecho público, que ejecuta principalmente funciones administrativas, que se rige por las normas de derecho público y que no tiene la disponibilidad directa para negociar extrajudicialmente alguna prestación o erogación, si no es conforme al procedimiento de autorización de actos complejos a petición de parte interesada. 
23. En cuanto al derecho a la salud y la vida, el Estado alega que en todo momento a la presunta víctima se le otorgaron los servicios médicos como a cualquier otro paciente institucional, por tratarse de una obligación legal de la Caja del Seguro Social de Panamá, sin que se incurriera ni en privilegios, ni estigmatizaciones, sino en forma igualitaria. En cuanto a las garantías judiciales y a la protección judicial, alega que el apoderado legal de la presunta víctima ejercitó sin obstáculos las acciones legales que consideró viables para obtener la reparación en virtud del “accidente transfusional”, siendo las mismas tramitadas en tiempo razonable. Indica que si no obtuvo resultados favorables, ello se debió a las deficiencias insubsanables en tiempo y forma en que incurrió al interponer los recursos en la jurisdicción interna. En cuanto al derecho a la familia, alega que no desarrolla prácticas que conculquen la protección familiar. 
24. En su nota de fecha 29 de marzo de 2011, el Estado insiste en que “se han prodigado y adoptado todas las medidas de reparación de beneficio a la víctima en el evento adverso sanitario que origina su inconformidad” y, agrega, “Los procesos hemoterapéuticos representan vulnerabilidad y ventanas de riesgo que hacen imposible garantizar la plena certeza y seguridad de productos libres de contaminación del proceso”.
IV.
ANÁLISIS SOBRE COMPETENCIA Y ADMISIBILIDAD

A. Competencia 
25. Los peticionarios se encuentran facultados, en principio, por el artículo 44 de la Convención Americana para presentar peticiones ante la CIDH. La petición señala como presunta víctima a una persona individual, respecto de quien el Estado se comprometió a respetar y garantizar los derechos consagrados en la Convención Americana. En lo concerniente al Estado, la Comisión señala que Panamá es un Estado parte en la Convención Americana desde el 22 de junio de 1978, fecha en que depositó su instrumento de ratificación. Por lo tanto la Comisión tiene competencia ratione personae para examinar la petición.
26. Asimismo, la Comisión tiene competencia rationae loci para conocer esta petición por cuanto en la misma se alegan violaciones de derechos protegidos en la Convención Americana que habrían tenido lugar dentro del territorio de un Estado parte de dicho tratado. 
27. La Comisión tiene competencia ratione temporis por cuanto la obligación de respetar y garantizar los derechos protegidos en la Convención Americana ya se encontraba en vigor para el Estado de Panamá en la fecha en que habrían ocurrido los hechos alegados en la petición. Finalmente, la Comisión tiene competencia ratione materiae, porque en la petición se denuncian posibles violaciones a derechos humanos protegidos por la Convención Americana. 

B. Requisitos de Admisibilidad
1. Agotamiento de los recursos internos

28. El artículo 46.1.a de la Convención Americana dispone que, para que sea admisible una denuncia presentada ante la Comisión Interamericana de conformidad con el artículo 44 de la Convención, es necesario que se hayan intentado y agotado los recursos internos conforme a los principios del derecho internacional generalmente reconocidos. Este requisito tiene como objeto permitir que las autoridades nacionales conozcan sobre la supuesta violación de un derecho protegido y, de ser apropiado, tener la oportunidad de solucionarla antes de que sea conocida por una instancia internacional. En este sentido, el artículo 46.2 especifica que el requisito no se aplica cuando no exista en la legislación interna el debido proceso legal para la protección del derecho en cuestión; o si la presunta víctima no tuvo acceso a los recursos de la jurisdicción interna; o si hay retardo injustificado en la decisión sobre dichos recursos.
29. En el presente caso, el Estado sostiene que los peticionarios han agotado inadecuadamente los recursos de la jurisdicción interna. Por su parte, los peticionarios alegan que invocaron los recursos de la jurisdicción interna a fin de que se brinde atención médica especializada y una indemnización financiera a la presunta víctima sin que se obtuvieran resultados favorables a sus pretensiones. A efectos de determinar si se cumple el requisito convencional, corresponde precisar el reclamo presentado ante la CIDH y analizar si se interpusieron los recursos idóneos y eficaces para remediar la situación denunciada o si se presentaron impedimentos para dicho agotamiento. En ese orden de ideas, la pretensión de los peticionarios se relaciona con la presunta responsabilidad del Estado frente al supuesto actuar negligente de su servicio médico, lo cual habría derivado en la infección de la presunta víctima con VIH; así como profundas consecuencias para su vida y condición médica, entre otras.

30. Para analizar el cumplimiento de este requerimiento, corresponde señalar cual es el recurso idóneo que deber ser agotado. Al respecto, la Comisión ha tomado nota de los alegatos de las partes respecto a las acciones  intentadas a nivel interno, que incluyeron una reclamación por daños y perjuicios ante el Juzgado Décimo Quinto de Circuito de lo Civil del Primer Circuito Judicial de Panamá; una Demanda Contencioso Administrativa de Plena Jurisdicción contra la Caja de Seguro Social ante la Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia; un proceso Contencioso de Reparación Directa contra el Estado y la Caja de Seguro Social ante la Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia y; un intento de arreglo extrajudicial con la Caja del Seguro Social de Salud, para: 1) atención especializada, en una clínica privada en Panamá o en el exterior si fuese necesario y; 2) indemnización económica razonable.
31. Sin embargo, considera que una vez que en el Hospital Dr. Arnulfo Arias se descubrió que I.V.N.R. había contraído VIH debido supuestamente a una trasfusión contaminada, lo que correspondía era la apertura de una investigación por parte del Estado de oficio para esclarecer los presuntos hechos así como las eventuales responsabilidades penales, disciplinarias y/o administrativas. Dicha obligación correspondía al Estado, tanto en relación con la situación de la presunta víctima, como en relación con el rol que tenía y tiene el Estado respecto a la supervisión y control de los procedimientos realizados en los centros de salud para mantener la seguridad de las transfusiones.
32. En el presente caso, la Comisión observa que las autoridades estatales no habrían iniciado las investigaciones penales disciplinarias y/o administrativas correspondientes, para esclarecer los hechos y establecer responsabilidades, a pesar de los elementos que indicaron que  una unidad de sangre infectada con VIH fue trasfundida a la entonces niña I.V.N.R, en contravención con el procedimiento operativo estandarizado para el manejo de pruebas positivas en donantes.
33. En conclusión, la Comisión considera satisfecho el requisito del previo agotamiento de los recursos internos de conformidad al artículo 46.1 de la Convención.
2.
Plazo de presentación de la petición

34. El artículo 46.1.b de la Convención establece que para que la petición pueda ser declarada admisible, es necesario que se haya presentado en el plazo de seis meses contado a partir de la fecha en que el interesado fue notificado de la decisión final a nivel de la jurisdicción interna. 

35. En el presente caso la Comisión observa que la sentencia de la Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia que decidió la acción contenciosa administrativa de reparación directa en segunda instancia se emitió el 2 de agosto de 2007, y que la petición original fue recibida en la Secretaría Ejecutiva de la CIDH el 3 de enero de 2008, por lo cual y con independencia de la fecha en que se haya efectuado la notificación de la misma, la Comisión concluye que la presente petición cumple con el requisito establecido en el artículo 46.1.b de la Convención Americana dado que ha sido presentada con anterioridad al transcurso del plazo de seis meses.
3. 
Duplicación de procedimientos y cosa juzgada internacional
36. No surge del expediente que la materia de la petición se encuentre pendiente de otro procedimiento de arreglo internacional, ni que reproduzca una petición ya examinada por éste u otro órgano internacional. Por lo tanto, corresponde dar por cumplidos los requisitos establecidos en los artículos 46(1)(c) y 47(d) de la Convención.
4. 
Caracterización de los hechos alegados
37. La Comisión considera que no corresponde en esta etapa del procedimiento decidir si se produjeron o no las alegadas violaciones en perjuicio de la presunta víctima.  A efectos de la admisibilidad, la CIDH debe resolver en este momento únicamente si se exponen hechos que, de ser probados, caracterizarían violaciones a la Convención Americana, como lo estipula el artículo 47.b de la misma, y si la petición es "manifiestamente infundada" o si es “evidente su total improcedencia”, según el inciso (c) del mismo artículo. El criterio para la apreciación de estos extremos es diferente al requerido para pronunciarse sobre los méritos de una denuncia. La CIDH debe realizar una evaluación prima facie y determinar si la denuncia fundamenta la aparente o potencial violación de un derecho garantizado por la Convención Americana, mas no establecer la existencia de dicha violación
. En la presente etapa corresponde efectuar un análisis sumario que no implica un prejuicio o un avance de opinión sobre el fondo. El propio Reglamento de la Comisión Interamericana, al establecer una fase de admisibilidad y otra de fondo, refleja esta distinción entre la evaluación que debe realizar la Comisión Interamericana a fin de declarar una petición admisible y la requerida para establecer si se ha cometido una violación imputable al Estado
.
38. Ni la Convención Americana ni el Reglamento de la CIDH exigen al peticionario identificar los derechos específicos que se alegan violados por parte del Estado en el asunto sometido a la Comisión, aunque los peticionarios pueden hacerlo. Corresponde a la Comisión, con base en la jurisprudencia del sistema, determinar en sus informes de admisibilidad, qué disposición de los instrumentos interamericanos relevantes es aplicable y podría establecerse su violación si los hechos alegados son probados mediante elementos suficientes.
39. En este sentido, la CIDH considera que los hechos alegados respecto a que I.V.N.R. fue contagiada con el VIH en el año 2002 cuando tenía 15 años de edad porque se habría monitoreado en forma inadecuada una unidad de sangre que le fue transfundida en una entidad de salud pública, sin que posteriormente se le haya reparado y garantizado los beneficios requeridos de la seguridad social y de protección judicial-, en caso de resultar probados, podrían caracterizar presuntas violaciones de los derechos garantizados en los artículos 4, 8, 17, y 25 de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 y 2 del mismo instrumento internacional. 
40. Asimismo, teniendo presente que la presunta víctima habría sido contagiada de VIH cuado era una niña, la CIDH considera que en virtud del deber especial de protección que tienen los Estados respecto de las niñas y los niños,  los hechos podrían caracterizar una violación del artículo 19 de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 del mismo instrumento.
41. De igual manera, en virtud de la alegada falta de tratamiento médico adecuado, los consecuentes efectos físicos, emocionales y morales permanentes provocados por el contagio, tanto a la presunta víctima como a su familia, la CIDH considera que en aplicación del mismo principio antes mencionado, los hechos podrían caracterizar una violación del artículo 5 de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 del mismo instrumento. Por otra parte, teniendo presente los estereotipos y estigmas que acarrean la propia enfermedad, la CIDH analizará en la etapa de fondo las alegaciones respecto del artículo 24 y 26 de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 y 2 del mismo instrumento internacional. 
V. CONCLUSIONES

42. La Comisión concluye que tiene competencia para conocer el fondo de este caso y que la petición es admisible de conformidad con los artículos 46 y 47 de la Convención Americana y decide continuar con el análisis de fondo relativo a la supuesta violación de los derechos consagrados en los artículos 4, 5, 8, 17, 19, 24, 25 y 26 de la Convención Americana, en relación con los artículos 1.1 y 2 de dicho tratado.
43. Con fundamento en los argumentos de hecho y de derecho antes expuestos, 

LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS,
DECIDE:

1. Declarar admisible la presente petición en cuanto se refiere a presuntas violaciones de los derechos consagrados en los artículos 4, 5, 8, 17, 19, 24, 25 y 26 de la Convención Americana, en relación con los artículos 1.1 y 2 de dicho tratado.
2. Notificar esta decisión a las partes. 

3. Publicar esta decisión e incluirla en su Informe Anual a la Asamblea General de la OEA.
Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 2 días del mes de noviembre de 2011.  (Firmado): Dinah Shelton, Presidenta; José de Jesús Orozco Henríquez, Primer Vicepresidente; Rodrigo Escobar Gil, Segundo Vicepresidente; Paulo Sérgio Pinheiro, Felipe González, Luz Patricia Mejía Guerrero y María Silvia Guillén, Miembros de la Comisión. 
� Se reserva el nombre de la presunta víctima a su solicitud.


� El Estado indica que aporta documentación de la afiliación de la presunta víctima como asegurada de la Caja del Seguro Social de Panamá. Precisa que su estatus desde el 4 de julio de 1998, hasta mayo de 2008, fue de beneficiaria y que a partir del mes de junio de 2008, es asegurada activa como funcionaria del Ministerio de Educación (Entidad Gubernamental). Además indica que adjunta certificación expedida por el Jefe del Servicio de Enfermedades Infecciosas, a fin de dejar constancia de que la presunta víctima se atiende en el Centro de Enfermedades Infecciosas en el Complejo Hospitalario Metropolitano, en el cual se le realizan los exámenes de químicos pertinentes (CD4 y otros) cada cuatro meses; la certificación de que existe una buena respuesta a la terapia instaurada según consta en archivos clínicos, y la confirmación de que la misma recibe los medicamentos necesarios para su patología en forma mensual y que su consulta médica se realiza en forma privada.


� Señala que su cuadro clínico al momento de la admisión era “etiología probable” desde el 4 de febrero de 2005.


� Precisa que el resultado positivo motivó que se revisen los registros del Banco de Sangre del Hospital "Dr. Arnulfo Arias" y resultó “reactiva” la muestra correspondiente a la unidad 22-623. Dicha muestra, según los registros de la Unidad de Cuidados Intensivos, fue transfundida a la presunta víctima el 26 de enero de 2002 a las 8:20 PM. 


� El Estado menciona asimismo, que el abogado de la presunta víctima gestionó dicha acción judicial sin la debida legitimidad, dado que para esa fecha la presunta víctima era mayor de edad.


� Indica que la acción debe ser interpuesta al cabo de dos meses a partir del hecho u operación administrativa que causa la demanda, de conformidad al artículo 42.B, y artículo 43.A de la Ley N° 33 de 1946.


� Precisa que la acción contenciosa administrativa se refiere a procesos en los cuales se demanda a los entes del Estado y a las restantes entidades públicas; que es una acción de responsabilidad extracontractual por supuestos hechos, omisiones u operaciones administrativas; y que es una acción directa, dado que basta con acreditar el requerimiento de la petición dentro del término señalado por la ley, puesto que la reparación patrimonial no puede ser pedida o concedida directamente por la Administración sin previa declaración jurisdiccional de la responsabilidad en sede administrativa.


� El Estado refiere que en octubre de 2005, el patrocinante de la presunta víctima solicitó un arreglo extrajudicial, el cual tampoco prosperó.


� Ver CIDH, Informe No. 128/01, Caso 12.367, Mauricio Herrera Ulloa y Fernán Vargas Rohrmoser del Diario “La Nación” (Costa Rica), 3 de diciembre de 2001, párr. 50; Informe No. 4/04, Petición 12.324, Rubén Luis Godoy (Argentina), 24 de febrero de 2004, pár. 43; Informe No. 32/07, Petición  429-05, Juan Patricio Marileo Saravia y Otros (Chile), 23 de abril de 2007, párr. 54.


� Ver CIDH, Informe No. 31/03, Caso 12.195, Mario Alberto Jara Oñate y otros (Chile), 7 de marzo de 2003, párr. 41; Informe No. 4/04, Petición 12.324, Rubén Luis Godoy (Argentina), 24 de febrero de 2004, párr. 43; Petición 429-05, Juan Patricio Marileo Saravia y Otros (Chile), 23 de abril de 2007, párr. 54; Petición 581-05, Víctor Manuel Ancalaf LLaupe (Chile), 2 de mayo de 2007, párr. 46.





